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CONTRADICCIÓN DE TESIS 151/2017.
SUSCITADA ENTRE EL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO Y EL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO
PONENTE: MINISTRO arturo zaldívar lelo de larrea

SECRETARIO: CARLOS GUSTAVO pONCE NÚÑEZ

Visto Bueno
Señor Ministro:
Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día siete de febrero de dos mil dieciocho.













S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve la contradicción de tesis 151/2017.
Cotejó:
I. Antecedentes

1. Denuncia de la contradicción de tesis. 

Mediante escrito recibido el veinte de abril de dos mil diecisiete en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, Edgar Genaro Cedillo Velázquez, en su carácter de Juez Sexto de Distrito en el Estado de México, con sede en Nezahualcóyotl, denunció la posible contradicción de tesis entre el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al emitir la tesis de jurisprudencia VI.1º.P. J/12
, y el sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito al resolver el recurso de revisión 3/2017.

2. Trámite de la denuncia. 

Mediante proveído de veinticinco de abril de dos mil diecisiete, el Presidente de este Alto Tribunal admitió la presente contradicción de tesis y la registró bajo el número 151/2017. Asimismo, solicitó a la presidencia de los tribunales contendientes el envío de las ejecutorias dictadas en los respectivos asuntos; el proveído en el que informen si el criterio sustentado en los referidos asuntos se encuentra vigente o si ha sido abandonado o superado, así como las razones que en su caso sustenten las consideraciones respectivas. Finalmente, ordenó turnar los autos al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea para la elaboración del proyecto de resolución respectivo.
 
Por acuerdo de nueve de mayo de dos mil diecisiete la Presidenta de esta Primera Sala tuvo por recibidos los autos de la contradicción de tesis, determinó que dicha Sala se avocaría al conocimiento del asunto y envió los autos a la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea a efecto de que formulara el proyecto de resolución respectivo. Además, requirió al Titular del Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación remitiera a la brevedad copias certificadas de las ejecutorias emitidas en los amparos en revisión 310/1999, 301/1999, 253/1999, 436/2000 y 330/2000, del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito.
  

El dieciséis de mayo siguiente se tuvo al Primer Tribunal Colegiado en Materia informando que no había superado o abandonado el criterio contenido en las ejecutorias emitidas en los amparos en revisión 310/1999, 301/1999, 253/1999, 436/2000 y 330/2000, así como que no contaba con el archivo informático de las ejecutorias antes citadas.
 Por su parte, el veintidós de mayo de ese mismo año se tuvo por recibido el informe del Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito en el que remitió copia digitalizada de la sentencia dictada en el amparo en revisión 3/2017 de su índice e informó que el criterio sustentado en dicho asunto sigue vigente. 

Por acuerdo de diecinueve de junio, la Presidenta de esta Primera Sala tuvo a la Titular del Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de Leyes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación informando que los amparos en revisión 310/1999, 301/1999, 253/1999, 436/2000 y 330/2000, del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito se encontraban bajo resguardo en la Casa de la Cultura Jurídica “Ministro Ernesto Solís López” con domicilio en la Ciudad de Puebla, los cuales le fueron solicitados a fin de que fueran puestos a disposición del órgano colegiado en cuestión para que éste pudiera elaborar las copias certificadas de las referidas ejecutorias y las enviara a la Secretaría General de Acuerdos de este Tribunal.
 

Finalmente, mediante proveído de veintisiete de junio de dos mil diecisiete, la Presidenta de esta Primera Sala tuvo al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito remitiendo copia certificada de las ejecutorias pronunciadas en los amparos en revisión 310/1999, 301/1999, 253/1999, 436/2000 y 330/2000, de su índice. Con ello estimó que el asunto se encontraba debidamente integrado, por lo que ordenó enviar los autos respectivos a la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
II. Competencia
Esta Primera Sala es competente para conocer y resolver sobre la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción XIII,  de la Constitución General; 226, fracción II, y 227, fracción II, de la Ley de Amparo vigente; y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos primero, segundo, fracción VII, tercero del Acuerdo General 5/2013, en virtud de que se trata de una denuncia de contradicción suscitada entre criterios de Tribunales Colegiados de diversos Circuitos, en un tema que incide en la materia penal, cuyo estudio corresponde a la especialidad de esta Primera Sala.
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación contenido en la tesis I/2012 de rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE DIFERENTE CIRCUITO. CORRESPONDE CONOCER DE ELLAS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011)”.

III. Legitimación del denunciante
Esta Primera Sala advierte que la denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima de conformidad con lo previsto por los artículos 107, fracción XIII, segundo párrafo constitucional y 227, fracción II, de la Ley de Amparo, toda vez que fue formulada por Edgar Genaro Cedillo Velázquez, en su carácter de Juez Sexto de Distrito en el Estado de México, con sede en Nezahualcóyotl. 

IV. Posturas contendientes
1. Criterio del Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito (amparo en revisión 3/2017). 
Antecedentes
El siete de abril de dos mil dieciséis ********** promovió juicio de amparo indirecto en contra de una orden de aprehensión dictada el dos de abril de ese mismo año en la carpeta administrativa **********, por el Juez de Control de Primera Instancia del Distrito Judicial de Texcoco, Estado de México. Tal orden fue girada a nombre de una persona de nombre “**********”, por su probable responsabilidad en la comisión del delito de robo, en agravio de ********** y otros. 

El Juez de Distrito que conoció del asunto consideró que debía sobreseerse el juicio de amparo de acuerdo con el artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo. Ello —sostuvo— toda vez que dada la similitud del nombre de la inconforme con el de la persona contra la que se libró el mandato de captura (**********), aquella tuvo “la obligación de demostrar que la orden de aprehensión librada por la autoridad responsable ordenadora podía ser ejecutada en su contra por alguna razón, con la finalidad de acreditar su interés jurídico”. En este sentido, consideró que la quejosa debió ofrecer y rendir los medios de prueba que justificaran tal circunstancia, de manera que al no haberlo hecho así, no podía tenerse por acreditado su interés. En apoyo a lo anterior, el Juez de Distrito invocó una tesis de jurisprudencia de rubro “ORDEN DE APREHENSIÓN CONTRA PERSONA DE NOMBRE SIMILAR AL DEL QUEJOSO. PARA ACREDITAR SU INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO, DEBE DEMOSTRAR QUE PUEDE EJECUTARSE EN SU CONTRA”. 

Decisión del Tribunal Colegiado
En contra de esta última determinación la quejosa interpuso recurso de revisión. El Tribunal Colegiado que conoció del asunto revocó la sentencia del Juez de Distrito en atención a las siguientes consideraciones: 

En primer lugar, estimó que la exactitud de la identidad del imputado o acusado no constituye un elemento que de manera estricta deba cumplirse para emitir una orden de aprehensión. Lo anterior, pues el derecho procesal penal únicamente requiere que la identificación del procesado se deslinde del contenido de las pruebas directas o indirectas que demuestren su probable intervención en la comisión del hecho. En segundo término, el colegiado señaló que constituye una práctica reiterada que en muchas ocasiones los imputados o procesados, con el objeto de evadir las consecuencias del hecho ilícito, varíen su nombre, asumiendo otro u otros similares, o inclusive los cambien totalmente. En tercer lugar, refirió que tratándose de la orden de aprehensión sólo es requisito que los datos de prueba arrojen la probabilidad de que el buscado intervino en la comisión del hecho. Así, estimó que la determinación exacta de su nombre no representa un requisito u obstáculo insoslayable, pues el estadio procesal al que corresponde no requiere de un estándar probatorio tan exigente como el que se requiere para la sentencia definitiva. 

De acuerdo con lo anterior, el citado tribunal consideró que en el caso bastaba con que en la orden de captura se estableciera la probabilidad de que la imputada participó en el hecho para que se tuviera por demostrado su interés jurídico. En este sentido, el Tribunal destacó que la orden de aprehensión fue emitida a nombre de “**********”, mientras que el nombre de la quejosa es “**********”. Dato a partir del cual era posible concluir que el acto reclamado fue dictado en su contra, máxime que tales nombres propios son poco comunes entre la población mexicana. En apoyo a estas consideraciones, el Tribunal Colegiado invocó la tesis de rubro “ORDEN DE APREHENSIÓN. INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER LA DEMANDA DE AMPARO”. 
2. Criterio del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito (amparos en revisión 310/1999, 301/1999, 253/1999, 436/2000 y 330/2000) 
i. Amparo en revisión 310/1999.
Antecedentes
Por escrito presentado el cuatro de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, **********, por conducto de su representante legal, solicitó ante el Juzgado de Distrito en el Estado de Puebla en turno el amparo y protección de la Justicia Federal contra la orden de búsqueda y aprehensión, dentro de los autos del proceso número **********, librada en contra de “**********”. 
El Juez de Distrito que conoció del asunto determinó que la orden de aprehensión y cita de comparecencia de referencia fueron dictadas en contra de persona distinta al quejoso, tal y como lo mencionó él propio quejoso en el capítulo de antecedentes de la demanda de garantías, además de que dentro de la causa penal no existía prueba alguna que acredite que dicha persona y el quejoso fueran una misma persona. Consecuentemente, concluyó que la orden reclamada por el amparista no afectó su interés jurídico, por lo que se actualizó en la especie la causal de improcedencia prevista por la fracción V del artículo 73 de la Ley de Amparo vigente al momento de dictar sentencia. En consecuencia, procedió a decretar el sobreseimiento en el juicio de amparo conforme a lo dispuesto por la fracción III del artículo 74 de la dicha ley.
Decisión del Tribunal Colegiado


Inconforme con la sentencia de amparo, el trece de enero de mil novecientos noventa y nueve el quejoso promovió recurso de revisión. De dicho recurso tocó conocer al Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, quién en fecha de dieciocho de julio de mil novecientos noventa y nueve, dictó sentencia en el sentido de sobreseer en el juicio de garantías contra las autoridades y por los actos reclamados, al estimar que fue correcta la determinación emitida por el Juez de Distrito. 
Al respecto, dicho órgano colegiado advirtió que el Juez de Distrito, atendiendo a la afirmación del inconforme de que era una persona distinta al señalado en la orden de aprehensión, correctamente concluyó que no había motivo de agravio en perjuicio del quejoso, de manera que no se surtía su interés jurídico. De la resolución anterior derivó la tesis VI.1o.P. J/12 del tenor literal siguiente:
“ORDEN DE APREHENSIÓN. PARA DEMOSTRAR QUE PUEDE EJECUTARSE EN CONTRA DEL QUEJOSO, DEBE ACREDITAR SU INTERÉS JURÍDICO. Cuando en un juicio de garantías se reclama la orden de aprehensión dictada en contra de una persona de nombre similar al del peticionario de garantías o de un seudónimo de éste; a fin de que el quejoso acredite su interés jurídico, es menester que éste aporte al juicio pruebas encaminadas directamente a demostrar que la misma puede ser ejecutada en su persona por alguna razón; pues de no ser así, ante la negativa de la autoridad responsable ordenadora, de haber librado la orden en contra del quejoso, aunque la autoridad señalada como ejecutora acepte su existencia, evidentemente ésta no podría ejecutar un acto que no le fue ordenado por aquélla, y por tanto surge la causal de sobreseimiento prevista en la fracción V del artículo 73 de la ley de la materia, que atiende el principio de instancia de parte agraviada, establecido en el artículo 107, fracción I de la Constitución Federal, así como en los numerales 4° y 5° de la ley reglamentaria del juicio de amparo.”
ii. Amparo en revisión 301/1999.
Antecedentes
En fecha de veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y ocho, ********** solicitó ante el Juzgado de Distrito en turno en el Estado de Puebla el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de la orden de búsqueda, aprehensión y detención girada en su contra por el Juez de Defensa Social del Distrito Judicial de Atlixco, Puebla, dentro de la causa penal número **********
, misma que, según el quejoso, las autoridades responsables pretendían ejecutar en su contra.
Derivado de lo anterior, el veintisiete de noviembre de mil novecientos noventa y ocho, el Juez Segundo de Distrito en el Estado de Puebla, a quien por turno correspondió el conocimiento del asunto, dictó sentencia en el sentido de sobreseer en el juicio de amparo respecto de los actos reclamados, al considerar que si bien es cierto que el Comandante de la Policía Judicial de Atlixco, Puebla, aceptó la existencia del acto reclamado, también lo es que la ordenadora Juez de Defensa Social de la misma población, negó la existencia de la orden de aprehensión librada en contra del quejoso. A este respecto, el Juez de Distrito señaló que el quejoso no aportó prueba alguna tendiente a acreditar que se trataba de la misma persona y por ende, que la referida orden de aprehensión se hubiera librado en su contra, o en su defecto, que se hubieren realizado actos tendientes a privarlo de su libertad con motivo de la multicitada orden de aprehensión.

Decisión del Tribunal Colegiado
En contra de dicho fallo, el quejoso interpuso recurso de revisión del cual tocó conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal de dicho circuito. En este sentido, mediante sentencia de ocho de julio de mil novecientos noventa y nueve, dicho Tribunal determinó confirmar la sentencia recurrida y sobreseer en el juicio de amparo promovido por el quejoso en contra de los actos reclamados. 
Al respecto, el Tribunal estimó inexacto que en el caso el recurrente “**********”, hubiera desvirtuado la inexistencia del acto reclamado, a través de prueba alguna que demuestre su interés jurídico. Ello, pues el Juez de Defensa Social de Atlixco, Puebla, negó la existencia de la orden de captura reclamada por el aquí inconforme, haciendo del conocimiento de la autoridad federal que existía una orden de aprehensión, pero en contra de una persona llamada “**********”. De esta manera, consideró que quedaba a cargo del quejoso demostrar que el sujeto en contra de quien se libró la orden de aprehensión referida y el propio amparista son la misma persona.

iii. Amparo en revisión 253/1999
Antecedentes 
Mediante escrito presentado el veinte de enero de mil novecientos noventa y nueve, **********, por su propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra del Juez de Defensa Social del Distrito Judicial de Tecamachalco de Guerrero, Puebla por la emisión de la orden de búsqueda, aprehensión y detención dictada en contra del quejoso dentro del proceso número **********; y de la Policía Judicial del Distrito Judicial de Tecamachalco de Guerrero, Puebla, reclamó el cumplimiento de la misma. Dicha demanda se turnó al Juzgado Quinto de Distrito en el Estado y se radicó bajo el número **********, mismo que en veintiséis de febrero de mil novecientos noventa y nueve dictó sentencia en el sentido de negar el amparo solicitado contra la orden de aprehensión.
Decisión del Tribunal Colegiado

En fecha de cinco de abril de mil novecientos noventa y nueve, el quejoso promovió recurso de revisión, del que tocó conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito
. El veinte de enero del año dos mil, dicho Tribunal dictó sentencia en la que determinó sobreseer en el juicio de garantías promovido por **********, al considerar que éste no había quedado demostrado el interés jurídico del quejoso para acudir al juicio de amparo. Lo anterior, pues advirtió que tanto el quejoso, como el Juez Natural, hicieron hincapié en que el mandamiento de captura fue librado en contra de **********  y/o **********, y no así en contra del quejoso. Lo anterior, sin que el quejoso hubiera acreditado que dicha orden se pretendiera hacer efectiva en su persona
.

iv. Amparo en revisión 436/2000
Antecedentes
El veintiocho de octubre de mil novecientos noventa y nueve, **********, por su propio derecho, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra de la orden de búsqueda, aprehensión y detención decretada en su contra dentro de la causal penal número ********** del Juzgado Octavo de Defensa Social en el Estado, así como el hecho de que derivado de dicha orden de aprehensión, pretendían privarla de su libertad personal. Derivado de lo anterior, el veintitrés de noviembre del año dos mil, el Juez Quinto de Distrito en el Estado de Puebla que conoció del asunto dictó sentencia negando el amparo solicitado
.

Decisión del Tribunal Colegiado
Inconforme con dicha resolución, la quejosa interpuso recurso de revisión. En la sentencia recaída a dicho recurso, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito estimó actualizada una causal de improcedencia, cuyo estudio devenía preferente por ser una cuestión de orden público aún en segunda instancia. Al respecto, el citado Tribunal destacó que la quejosa no demostró tener interés jurídico para acudir ante los órganos jurisdiccionales federales a solicitar el amparo y  protección, dado que no aportó ningún medio convictivo que revelara que se encontrara en riesgo de ser privada de su libertad personal. Por lo anterior, determinó sobreseer en dicho juicio de garantías promovido por **********  en contra de la orden de búsqueda, aprehensión y detención en el proceso número **********.

v. Amparo en revisión 330/2000
Antecedentes
Mediante escrito presentado el doce de enero del dos mil, **********  y ********** solicitaron el amparo y protección de la justicia federal, al estimar violatorios de los artículos 14 y 16 constitucionales tanto la orden de búsqueda, aprehensión y detención emitida por la autoridad ordenadora, como su intento de cumplimiento por parte de la autoridad ejecutora.
Previos los trámites legales correspondientes, el Juez Primero de Distrito en el Estado de Puebla dictó sentencia el veintisiete de marzo del año dos mil en la que: i. negó el amparo y protección a **********  y ii. respecto de **********, consideró que no se advertía que la responsable hubiera dictado orden privativa de libertad en su contra, además de que el referido no ofreció prueba alguna que demostrara la identidad entre él y **********. Por tanto, estimó que si las negativas de las responsables no fueron desvirtuadas con prueba alguna ofrecida por el quejoso, y al no advertir en autos constancia de que las citadas autoridades dictaron y trataron de ejecutar alguna orden tendiente a privar de la libertad a **********, lo procedente era sobreseer en dicho juicio respecto de la orden de aprehensión y su ejecución reclamadas por **********.

Decisión del Tribunal Colegiado
Inconforme, ********** promovió recurso de revisión, mismo que fue admitido el trece de abril del año dos mil por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. El primero de marzo del año dos mil uno dicho Tribunal Colegiado dictó sentencia en la que determinó sobreseer en los actos reclamados por el quejoso, al advertir (al igual que el Juez de Disrito) que no existía identidad entre el quejoso y **********  y que éste no aportó prueba para demostrar lo contrario. En esta línea, consideró procedente sobreseer en el juicio de garantías, pero no por la razón de que las autoridades señaladas como responsables negaron la existencia del acto reclamado y que el quejoso ********** no desvirtuó dicha negativa, sino en virtud de que el quejoso no acreditó su interés jurídico en el juicio de garantías. 
V. Inexistencia de la contradicción de tesis
Para comenzar, es importante recordar que la intervención de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación —y en algunos supuestos de los Plenos de Circuito— al resolver las contradicciones tesis se justifica por la necesidad de unificar criterios para dotar de plenitud y congruencia al ordenamiento jurídico, en aras de garantizar mayor seguridad jurídica en la impartición de justicia. Por tanto, el estudio de los criterios contendientes exige que se determine si en la especie existe esa necesidad de unificación, lo cual se advierte cuando en algún tramo de los procesos interpretativos involucrados éstos se centran en una misma problemática y concluyen con la adopción de decisiones distintas, aunque no sean contradictorias en términos lógicos
. 

Al respecto, el Pleno de este Tribunal ha establecido que para actualizar la contradicción de tesis, basta la existencia de oposición respecto de un mismo punto de derecho, aunque no provengan de cuestiones fácticas exactamente iguales. En ese sentido es ilustrativa la jurisprudencia de rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES”
.
Del criterio en cuestión se obtiene que la existencia de la contradicción de criterios no depende de la identidad o semejanza de las cuestiones fácticas, pues es suficiente que los criterios jurídicos sean opuestos, aunque debe ponderarse que la variación o diferencia no incida o sea determinante para el problema jurídico resuelto; esto es, debe tratarse de aspectos meramente secundarios o accidentales que, al final, en nada modifican la situación examinada por los órganos judiciales relativos, sino que tan sólo forman parte de la historia procesal del asunto de origen.

Es decir, si las cuestiones fácticas fueran parecidas e influyeran en las decisiones de los órganos de amparo, ya sea porque se construyó el criterio jurídico partiendo de dichos elementos particulares o la legislación aplicable da una solución distinta a cada uno de ellos, es inconcuso que la contradicción de tesis no puede configurarse. Lo anterior, en tanto que no podría arribarse a un criterio único, ni tampoco sería posible sustentar jurisprudencia por cada problema jurídico resuelto, pues ello conllevaría a una revisión de los juicios o recursos fallados por los tribunales colegiados de circuito. Así, si bien es cierto que las particularidades pueden dilucidarse al resolver la contradicción de criterios, ello sólo es viable cuando el criterio que prevalezca sea único y aplicable a los razonamientos contradictorios de los órganos participantes. 

Por otro lado, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que no es necesario que los criterios opuestos sean los que en los casos concretos constituyan el sostén de los puntos resolutivos, toda vez que las condiciones marginales o añadidos de "a mayor abundamiento" pueden fijarse criterios de interpretación que resulten contrarios a los emitidos por diversos órganos jurisdiccionales.
 

De igual modo, esta Primera Sala ha referido que a fin de determinar si existe la contradicción de tesis planteada y, en su caso, resolver cuál es el criterio que debe prevalecer, no es necesario que los criterios se sostengan en tesis jurisprudenciales. En ese sentido, esta Primera Sala ha sostenido que por tesis debe entenderse el criterio adoptado por un órgano jurisdiccional terminal a través de argumentaciones lógico-jurídicas que justifiquen su decisión en una controversia
.

De esta manera, tomando en consideración que la finalidad de la contradicción de tesis es crear seguridad jurídica resolviendo los diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos o más tribunales colegiados de circuito (independientemente de que las cuestiones fácticas sean exactamente iguales), esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado en diversos precedentes que para que una contradicción de tesis sea procedente es necesario que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que los tribunales contendientes hayan resuelto alguna cuestión litigiosa en la que se hayan visto en la necesidad de ejercer el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretativo, dando lugar a la emisión de un criterio o tesis.

b) Que entre los ejercicios interpretativos respectivos se encuentre algún punto de toque o contacto, es decir, que exista al menos un tramo de razonamiento en el que la interpretación desarrollada gire en torno a un mismo problema jurídico, independientemente de que las cuestiones fácticas que originan los asuntos no sean exactamente iguales.
c) Que las tesis o criterios de los órganos colegiados resulten contradictorias, lo que da lugar a la formulación de una pregunta genuina acerca de si alguna forma de acometer la cuestión jurídica es preferente con relación a cualquiera otra que, como aquélla, sea legalmente posible.

Tomando en consideración lo anterior, a continuación se procede al estudio de la existencia de la presente contradicción de tesis. 
a. Primer requisito. En el caso, esta Sala estima que el primero de los requisitos a los que se ha hecho alusión se encuentra cumplido, pues de los antecedentes que han quedado precisados claramente se advierte que los Tribunales Colegiados en contienda hicieron uso de su arbitrio judicial, a través de un ejercicio de interpretación, a fin de resolver una situación jurídica concreta. Ejercicio de interpretación que dio lugar a la emisión de los criterios y tesis que fueron reseñados en el apartado anterior de esta sentencia. 

b. Segundo requisito. De igual modo, esta Primera Sala advierte que en el caso se encuentra satisfecho el segundo requisito, en tanto que ambos tribunales se pronunciaron sobre problemas jurídicos similares. En efecto, de la revisión de las sentencias en contradicción se desprende que los dos tribunales colegiados tuvieron que determinar si en los casos en los que el quejoso reclama una orden de aprehensión girada en contra de una persona de nombre “similar” al suyo, éste tiene la carga de aportar elementos de prueba que acrediten que la orden puede ser ejecutada en su contra. Esto, con la finalidad de que el quejoso esté en condiciones de acreditar su interés jurídico para promover el juicio de amparo. 

c. Tercer requisito. Con independencia de lo anterior, esta Primera Sala considera que en el presente caso no existe realmente una contradicción de criterios entre los tribunales contendientes, pues de la revisión de las ejecutorias correspondientes se advierte que éstos analizaron casos que presentaban particularidades significativamente distintas, lo que les llevó a sostener decisiones y criterios distintos pero no incompatibles. Se explica:  
Como se destacó en los antecedentes de esta resolución, al resolver el amparo 3/2017, el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito determinó que la quejosa no tenía la carga de aportar medios de prueba a fin de demostrar su interés jurídico en el juicio de amparo, pues era evidente que la orden de aprehensión fue girada en su contra. Al respecto, el colegiado explicó entre otras cosas que en la orden de aprehensión no es necesario que esté plenamente identificado el imputado, sino que basta con que existan datos de prueba que arrojen la probabilidad de que el buscado intervino en la comisión del hecho. Pero sobre todo, destacó que tal circunstancia se desprendía de la probabilidad de que los nombres en cuestión correspondieran a la misma persona (la orden fue emitida en contra de “**********”, mientras que la quejosa se ostentó como “**********”), en tanto que “tales nombres propios son poco comunes entre la población mexicana”. 

Ahora bien, de la revisión de las sentencias emitidas por el entonces Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, se advierte que los casos analizados por este último no presentaban las mismas características y particularidades que el asunto resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito. Lo anterior, pues si bien es cierto que en todos los asuntos existía cierta similitud entre el nombre del quejoso y el que aparecía en la orden de aprehensión, no se advierte que estos fueran particularmente extraños o poco comunes (como sí ocurrió en el caso analizado por Tribunal del Segundo Circuito), por lo que el Tribunal no tuvo oportunidad de pronunciarse sobre ese escenario en particular. 

Además, de los casos analizados por este último tribunal se aprecia que las diferencias de nombre eran mucho más significativas, pues en la mayoría de ellos eran los apellidos y no únicamente el segundo nombre lo que cambiaba. Incluso, en algunos de los casos resueltos por el Tribunal del Sexto Circuito los propios quejosos reconocieron no ser la misma persona que aparecía en la orden de aprehensión, circunstancia que también fue tomada en consideración por dicho tribunal en las resoluciones correspondientes. 

De esta manera, esta Sala advierte que las particularidades de los casos analizados por los tribunales colegiados resultaron determinantes en la decisión que cada uno de ellos finalmente adoptó. Ello es así, ya que mientras que en el caso resuelto por el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito la similitud y singularidad de los nombres le permitió tener por acreditado que la quejosa y quien aparecía en la orden de aprehensión eran la misma persona, sin necesidad de que ésta aportara prueba adicional; la ausencia de esta particularidad en los casos resueltos por el entonces Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito le llevó a concluir que el quejoso tenía la carga de aportar pruebas para acreditar que la orden de aprehensión podía ser ejecutada en su contra (ya fuera para demostrar que se trataba de la misma persona o porque, a pesar de no tratarse de la misma persona, la orden pudiera ser ejecutada en su contra “de algún modo”). 

Lo anterior pone de manifiesto que los criterios adoptados por los órganos colegiados contendientes no resultan excluyentes entre sí, por lo que en estricto sentido no pueden considerarse contradictorios. Ello, pues aun y cuando uno de ellos sostuvo que ante la diferencia de nombres la parte quejosa tenía la carga de aportar pruebas que permitieran acreditar su interés jurídico en el juicio de amparo, en tanto que el otro estimó que la similitud y características de los nombres en el caso concreto bastaban por sí mismas para demostrar que se trataba de la misma persona y por tanto su interés jurídico, lo cierto es que tal diferencia se debió a las particularidades de los casos concretos que cada uno de ellos tuvo que analizar.  

Ahora bien, no pasa desapercibido para este Alto Tribunal que más allá de la decisión que el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito tomó con base en las particularidades del nombre de la quejosa, el mismo dio un paso más, al establecer que la determinación exacta de su nombre no representaba un requisito u obstáculo insoslayable o insuperable, en tanto que sólo es requisito que los datos de prueba arrojen la probabilidad de que el buscado intervino en la comisión del hecho para su identificación. Sin embargo, esta Sala advierte que dicho criterio no resulta incompatible con el adoptado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, toda vez que éste último no hizo referencia a los requisitos que debe revestir la orden de aprehensión, sino que únicamente se limitó a señalar que, dada la diferencia en los nombres, para acreditar el interés jurídico en el amparo era necesario tener por demostrada la posibilidad de que la orden de aprehensión reclamada pudiera ser ejecutada en contra de los quejosos. 
De acuerdo con todo lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que los criterios emitidos por los Tribunales Colegiados contendientes no resultan contradictorios, en tanto que no es posible sostener que uno de ellos afirme lo que el otro niega. En consecuencia, este Alto Tribunal determina que la presente contradicción de tesis debe declararse inexistente. 
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.- No existe contradicción entre el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Segundo Circuito.
Notifíquese; con testimonio de la presente resolución y, en su oportunidad, archívese el expediente relativo a la presente contradicción de tesis como asunto concluido.
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, en contra del emitido por el Ministro José Ramón Cossío Díaz, en cuanto a la competencia; y por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, en lo que se refiere al fondo. 

Firman la Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente con la Secretaria de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
PRESIDENTA DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

P O N E N T E :
MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA:

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA
En términos de lo previsto en los artículos 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y 110 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.

�  	Tesis visible en la página 982 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIII, mayo de 2001, Novena Época, de rubro: “ORDEN DE APREHENSIÓN CONTRA PERSONA DE NOMBRE SIMILAR AL DEL QUEJOSO. PARA ACREDITAR SU INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO, DEBE DEMOSTRAR QUE PUEDE EJECUTARSE EN SU CONTRA”. 


�  	Cuaderno de la contradicción de tesis 151/2017, fojas 2-5.


�  	Ibídem, fojas 8-11. 


�  	Ibídem, foja 31.


� 	Ibídem, foja 55.


� 	Ibídem, 135. 


� Foja 150 y vuelta.


� Fojas 151 a 153, y vuelta


� 	Fojas 150 a 158, y vuelta.


� 	Foja 137 a 138, y vuelta.


� 	Fojas 146 a 147 y vuelta.


� 	Fojas 232 a 233, y vuelta.


� 	Estas consideraciones tienen sustento en lo resuelto por el Tribunal Pleno en la contradicción de tesis 36/2007-PL, de la cual derivó la tesis jurisprudencial P./J. 72/2010, antes citada. De esa misma contradicción derivó la tesis aislada P. XLVII/2009, de rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS. DEBE ESTIMARSE EXISTENTE, AUNQUE SE ADVIERTAN ELEMENTOS SECUNDARIOS DIFERENTES EN EL ORIGEN DE LAS EJECUTORIAS”. Este criterio interrumpió la tesis jurisprudencial P./J. 26/2001, de rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XIII, abril de 2001, página 76. En esta misma línea, esta Sala describió la finalidad y el concepto de las contradicciones de tesis, en la tesis jurisprudencial 1a./J. 23/2010, de rubro: CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. FINALIDAD Y CONCEPTO. publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, marzo de 2010, página 123. Registro 165076.


� 	Tesis P./J. 72/2010, consultable en la novena época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXII, página 7, agosto de 2010, con número de registro 164120. 


� 	Sirve de apoyo la tesis aislada P. XLIX/2006, de rubro: CONTRADICCIÓN DE TESIS. LOS CRITERIOS JURÍDICOS EXPRESADOS ‘A MAYOR ABUNDAMIENTO’ SON DE TOMARSE EN CUENTA PARA RESOLVER AQUÉLLA. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Julio de 2006, Tesis P. XLIX/2006, página 12.


� 	Sirven de apoyo la tesis aislada P. L/94, Tesis aislada P. L/94, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, octava época, tomo 83, noviembre de 1994, página 35, cuyo rubro es de rubro “CONTRADICCIÓN DE TESIS. PARA SU INTEGRACIÓN NO ES NECESARIO QUE SE TRATE DE JURISPRUDENCIAS”, y la jurisprudencia P./J. 72/2010, registro de IUS 164120, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXII, agosto de 2010, página 7, cuyo rubro es “CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXISTE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES”.
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